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Introducción.

En el presente artículo se abordan los conceptos de transparencia y rendición de cuentas; se ubican las acciones ciudadanas, en el estado de Jalisco, en torno a su presencia e incidencia pública en los temas referidos  y,  finalmente, se da cuenta de los resultados de un proyecto piloto sobre transparencia operado en los municipios de Amacueca, Guadalajara y Sayula, así como las perspectivas de trabajo futuro en este campo en Jalisco. 

Parto de dos supuestos: a) el primero se refiere a que los temas de transparencia y rendición de cuentas (TyRC), son más o menos recientes (década de los noventa) dentro de las agendas gubernamental y de las organizaciones ciudadanas en  Jalisco, (no obstante que la demanda por el derecho a la información ha sido un reclamo de varias décadas atrás por parte de los grupos independientes) y, b) segundo,  avanzar en los temas de T y RC requiere que sea incorporado al debate público por parte de los diversos actores políticos y sociales, más allá de las fronteras ideológicas, que conlleve a impulsar un nuevo pacto sobre la reforma del Estado.

El tema de la transparencia pública se ha introducido en la agenda política de nuestro país  gracias a la alternancia en los gobiernos locales y a una demanda, cada vez más creciente,  de los ciudadanos  por ejercer su derecho a ser informados de las acciones y decisiones que los gobernantes toman en su nombre. Este proceso ha sido alentado por una mayor autonomía de los medios de comunicación frente al gobierno.
1. Los conceptos: transparencia y rendición de cuentas.

El concepto de transparencia nos remite a la imagen de cristal que nos permite ver u observar  a través de el. En el diccionario de la lengua española, se entiende por transparente a  aquello “que se deja atravesar fácilmente por la luz y permite ver distintamente los objetos a través de la masa” (Diccionario Larousse, 1995). Lo opuesto a transparencia es lo oscuro,  lo oculto, lo secreto, esto es, aquello que no se permite ver o conocer al público. 

Aplicado a lo político, por transparencia  se entiende  todo ejercicio de gobierno -y de la clase política- de cara a los ciudadanos, lo que implica que las acciones, decisiones y recursos que se utilizan por parte de los gobernantes se encuentran documentados y accesibles o disponibles a cualquier persona de manera permanente, sencilla y expedita, sin necesidad de ser requerida. La transparencia es, por consiguiente, un rasgo que caracteriza a los gobiernos democráticos, abiertos a la participación y al juicio de los ciudadanos. 

La transparencia es un elemento sustancial para que los gobernantes rindan cuentas a los ciudadanos, pero no debe confundirse con este concepto.  El primero remite a un acto en el cual la autoridad coloca información, previamente clasificada, mediante sistemas de difusión de fácil acceso y bajo costo al ciudadano. Con frecuencia, esta acción se constituye en un hecho unilateral,  sujeto en última instancia a la voluntad de los gobernantes, donde  ellos deciden qué dejan ver y qué no a sus gobernados,  aunque la ley lo establezca. Por su parte, “el término “rendición de cuentas” se conforma de “rendición”, vocablo originado en el latín reddere, el cual “junto con algunos nombres, toma la significación del que se le añade”… Por otro lado, “cuentas” tiene su raíz en el latín computare, palabra formada por com- ‘juntos, colectivamente’, más putare ‘valuar, juzgar, calcular, verificar (una cuenta), limpiar’ (Gómez de Silva, 1988: 185-186). Por lo tanto, “rendición de cuentas” sería la acción de computar, es decir, de evaluar, juzgar o verificar colectivamente algo”
. En este sentido, RC implica la acción de evaluar, de juzgar o verificar colectivamente algo. Esto es, existe la obligación de reportar, explicar o justificar algo y por consiguiente de ser responsable ante alguien de lo realizado o ejercido (Ugalde 2000)
.

Desde el ámbito político, según Shedler, la RC es un concepto que tiene dos aspectos centrales: a) por un lado, establece la obligación de los políticos y funcionarios públicos de informar y justificar sus actos, y b) por el otro, la capacidad de los gobernados para imponer sanciones negativas a los funcionarios y representantes que violen ciertas normas de conducta. En este sentido, la RC nos remite a significados como la enumeración y justificación, pero también a una tercera idea: la sanción. Por ello, las dimensiones básicas de la RC son: 1) “la informativa, que pregunta qué ha sido o será hecho, mediante la enumeración de hechos; 2) la explicativa, que ofrece razones y forma juicios, justificando lo hecho o por hacer, y 3) la exigitiva que reconoce lo correcto y castiga lo erróneo mediante la penalización o el castigo” (Shedler 1999). 
Para Ugalde, la RC se entiende como “la obligación permanente de los mandatarios o agentes para informar a sus mandantes o principales de los actos que llevan a cabo como resultado de la delegación de autoridad que se realiza mediante un contrato formal o informal y que implica sanciones en caso de incumplimiento. Los mandantes o principales supervisan también a los mandatarios o agentes para garantizar que la información proporcionada sea fidedigna”.

Guillermo O’Donnell, uno de los pioneros en el estudio de este tema, nos habla de la existencia de dos tipos de RC: a) la horizontal , refiere a la idea del control o equilibrio entre los poderes del Estado, por lo que incluye acciones de supervisión y auditoria que pueden derivar en sanciones penales, desafuero y otros, en relación con actos u omisiones ilegales por parte de los agentes o agencias del Estado; se establece por lo tanto entre instituciones del mismo nivel jerárquico: los poderes ejecutivo, legislativo y judicial son un ejemplo de este tipo; y b) vertical, en contraposición al anterior, refiere al control de las acciones del Estado por parte de la sociedad civil en dos vertientes: i) la electoral, como mecanismo de estimular la responsabilidad de los gobiernos a través del voto de aprobación o de castigo de los ciudadanos, y ii) la social, se conforma principalmente por la crítica moral y pública que realizan las agrupaciones ciudadanas y los medios de comunicación, en donde la exhibición y descalificación de los gobernantes y políticos constituye el cuerpo de la sanción. 
A partir de las ideas generadas por O’Donnell, otros autores han contribuido a ampliar la clasificación propuesta por el. Peruzzotti y Smulovitz (2002), por ejemplo,  incorporan un nuevo tipo de RC, la transversal. Este tiene la particularidad de ser dirigido desde las instituciones del Estado, pero se extienden hasta la sociedad; “son diseñadas y funcionan de tal forma que hunden sus raíces de manera explícita en la sociedad civil, a través de la presencia especialmente protegida de ciudadanos independientes y autónomos que no representan pero sí ejemplifican las cualidades de un ethos (comportamiento ético) ciudadano. Un ejemplo de esto, para el caso mexicano, son los consejos ciudadanizados con funciones directivas como el IFE, o bien de funciones consultivas y de control como las comisiones gubernamentales de derechos humanos, y más recientemente, el caso del nombramiento de la comisionada ciudadana para el caso de las muertas de Ciudad Juárez. 

La RC transversal puede ejercer funciones políticas y legales, desde espacios ciudadanos, principalmente sobre los burócratas (directamente) y sólo indirectamente sobre los políticos. Al igual que la RC vertical, también puede dar lugar a mecanismos horizontales de RC.

Visto en conjunto la RC es una “constelación de fuerzas legales, políticas, socioculturales y económicas que busca hacer efectivo el control de los servidores públicos en tres perspectivas de sus acciones como tales: los recursos financieros relacionados con, los productos resultados de y el trato imparcial a los ciudadanos afectados por, las políticas públicas” (Behn, 2001). 

En resumen, el término RC no obstante su relación con T es más amplia en el sentido de que establece un vínculo entre gobernantes y gobernados, donde éstos están en capacidad de exigir información, enjuiciar y sancionar con bases reales los desaciertos y desviaciones de los servidores públicos.  

Finalmente cabe resaltar que la TyRC están vinculadas estrechamente a las prácticas de los regímenes de gobierno democráticos, donde uno de sus rasgos  fundamentales es el acceso a la información gubernamental y alternativa
; sin ésta, se obstaculiza la participación ciudadana en los asuntos de interés  público. El ejercicio del derecho a informarse y de participar en la conformación de las decisiones públicas, sólo es posible en un ambiente de autonomía de los medios de comunicación y de las organizaciones de la sociedad civil respecto del Estado, así como de un marco legal e institucional (Estado de Derecho) que lo permita y promueva.
 2. La Ty RC en las agendas ciudadanas y gubernamental de Jalisco.
En este punto considero importante resaltar aquellas acciones que desde los ciudadanos y los gobiernos han realizado en el tema central de este trabajo, en el entendido de que es un asunto que compete tanto a la sociedad civil como a los agentes del Estado. En ambos casos intentaré resaltar sólo aquellas iniciativas y acciones que desde el ámbito ciudadano y gubernamental han tenido una influencia y/o vinculación más directa con la T y RC, algunas de las cuales van más allá del ámbito municipal.
2.1. Las acciones desde los ciudadanos.

El reclamo al acceso a la información y la RC en el Estado de Jalisco forma parte de un proceso vinculado a un incremento en la participación de los ciudadanos en el ámbito de lo público, a partir de la década de los noventa. Su expresión más fuerte tiene lugar –además de las elecciones de 1995- a raíz de dos hechos que sacudieron la conciencia ciudadana: a) las explosiones del 22 de abril de 1992 en el Sector Reforma de la ciudad de Guadalajara, da origen al surgimiento de un movimiento ciudadano y de damnificados que se traduce en la conformación de varias organizaciones civiles que demandan al gobierno hablar con la verdad, y b) el asesinato del Cardenal Juan Jesús Posadas Ocampo, en mayo de 1993, que da lugar a una de las manifestaciones más numerosas que se recuerde en Jalisco en demanda del esclarecimiento de los hechos y de justicia. 

Ambos sucesos tienen en común los siguientes aspectos: a) la pérdida de credibilidad en la versión oficial de los hechos ocurridos, y  b) la demanda de información veraz y el reclamo de justicia. Varios analistas coinciden en relacionar estos hechos (junto con la crisis económica de finales de 1994) con la alternancia política que se logra por primera vez en el Estado de Jalisco a favor del PAN. 
En efecto, el ajuste de cuentas por parte de la sociedad fue más que evidente en el proceso electoral de 1995: el PAN triunfó en el 77% de las casillas (el PRI sólo ganó el 21%, el PRD el 1.6% y los demás partidos el 0.4%). El descalabro electoral del PRI fue enorme: perdieron la gubernatura, el congreso y el mayor número de municipios, entre ellos los más importantes. En el cuadro No. 1 se aprecia la magnitud del deseo de cambio de los ciudadanos en ese año.

Resultados de las elecciones en Jalisco, elecciones de 1995.

   Cuadro No. 1 
	
	PAN
	PRI
	PRD

	Gobernador
	53.9%
	37.9%
	4.1%

	Diputados
	53.5%
	37.1%
	5.0%

	Presidentes municipales
	52.3%
	37.9%
	4.9%


Fuente: Consejo Electoral del Estado de Jalisco
. 

Es importante señalar que previo a las elecciones de 1995 en Jalisco y durante ese año, se conformaron varias agrupaciones ciudadanas, de diverso signo ideológico, cuyo eje central -además del electoral- estuvo relacionado de una u otra forma con el acceso a la información y la incidencia pública, a través de propuestas de políticas públicas y mecanismos de contraloría social.  Dentro de estas agrupaciones destacan:
a) Movimiento Ciudadano Jalisciense (MCJ) conformado en febrero de 1993, integrado por diversas personalidades del ámbito político (PAN, PRI y PRD), académico y social, dentro de sus objetivos destaco tres: i) “rescatar y hacer valer la dignidad ciudadana como origen y fundamento del poder público; ii) constituirse en instancia interlocutora y vigilante de las acciones del gobierno para garantizar la soberanía popular, el logro del bien común…, y iii) reivindicar el derecho a la información veraz y oportuna de los asuntos de interés público”
.
b) El Foro de Organizaciones Civiles (FOCIV), creado en 1994 por sesenta organizaciones civiles –principalmente de la ZMG-, conforman un conjunto propuestas de políticas públicas a través de un documento que titulan: “Jalisco, Agenda Social y Desarrollo”,  mismo que presentan a los candidatos a la gubernatura del Estado de Jalisco a principios de 1995.
 Tres son los compromisos fundamentales: i. “instalar e institucionalizar mecanismos concretos para la interlocución democrática, de verdadera corresponsabilidad entre el Gobierno del Estado y las Organizaciones Civiles; ii. Instalar mecanismos concretos y viables para que los Organismos Civiles tengamos una participación activa y permanente en la formulación del Plan de Gobierno del Poder Ejecutivo Estatal… y iii. Juntos impulsar nuestra iniciativa de ley de Fomento a las Organizaciones Civiles”.

c) El Círculo de Mujeres por México y para México y el Grupo Cívico de Apoyo al Cambio; la primera conformada en 1994 y la segunda en 1995 (después del triunfo del PAN), ambas tienen en común los siguientes aspectos: i) son conformadas por mujeres de clase media y alta, identificadas, en términos generales con la ideología del PAN (sobre todo el segundo grupo) y ii) reivindican el acceso a la información, el derecho a la formulación de propuestas y de contraloría ciudadana para vigilar a los gobernantes. 
Más recientemente, en Jalisco han surgido a la escena política algunas organizaciones que se plantean de una manera más clara los temas de la T y RC, me refiero a los casos siguientes: 

I. Poder Ciudadano Jalisco, surge a raíz de la coyuntura electoral federal y estatal del año 2000,  integrado por un conjunto de organizaciones civiles y sociales de la ZMG y de la Región Sur y Sureste de Jalisco, incluyen dentro de su Agenda Ciudadana y en la carta de responsabilidades y compromisos que firman los candidatos al gobierno del Estado, los siguientes aspectos
:
· Transparentar el manejo de la asignación de recursos municipales.

· Generar nuevos mecanismos de comunicación de las acciones de gobierno estatal y municipal incorporando la rendición de cuentas, informando con anticipación y periódicamente en medios de comunicación  los presupuestos asignados a entidades de gobierno, obras públicas, programas y proyectos. 

· Generalizar la práctica del cabildo abierto a todos los Ayuntamientos de Jalisco, asegurando se instituya en todas las sesiones de Cabildo un punto obligatorio del orden del día para oír y registrar participaciones ciudadanas abiertas.

· Reformular la política de Comunicación Social del Estado para garantizar la información clara, oportuna y accesible a la población sobre programas y obras de gobierno.

· Crear la figura de la contraloría social municipal a cargo de la primera minoría en el Cabildo y con la participación de regidores de los demás partidos.
II. El Pacto Ético Político, se conforma a iniciativa de un grupo plural de académicos, periodistas, empresarios y representantes de organizaciones civiles en el marco de la coyuntura electoral local del 2000, con la finalidad de avanzar en la consolidación de la gobernabilidad democrática se convocó a partidos políticos, gobernantes, funcionarios electorales, medios de comunicación, magisterio y organismos de la sociedad civil a suscribir un Pacto Ético Político,  dentro de los puntos destaco el referido a los partidos políticos y gobernantes, a los cuales se les invita a comprometerse en torno a
:
· Hacer transparente la discusión y el manejo del presupuesto público.

· Propiciar la participación de los ciudadanos en las decisiones públicas.

· Rendir cuentas claras.

· Hacer accesible la información pública.
III. Consejo Técnico de ONG’s,  Jalisco, AC, integrado (desde 1992) por 43 asaciones civiles principalmente de la ZMG (de las cuales 25 son las más activas), plantearon a los candidatos a diputados locales y munícipes de la ZMG, en el proceso electoral del 2003,  una agenda para consolidar la democracia en Jalisco. En ambos casos se precisan tanto compromisos de los candidatos como de las propias organizaciones promotoras de la agenda. Dentro de los primeros los puntos hacen referencia principalmente a aspectos relacionados con: i) el marco jurídico-normativo para el fortalecimiento de las organizaciones civiles y la ampliación de derechos para favorecer su presencia pública; ii) dar mayores espacios de participación a los ciudadanos organizados en la esfera pública gubernamental (en Congreso y Municipios), entre otros. 

Llama la atención que es en los compromisos asumidos por las propias ONG’s promotoras de la agenda citada, donde se hace referencia a los temas de T y RC, a este respecto destacan los siguientes puntos:

· Dar seguimiento y monitoreo a los compromisos adquiridos entre las ONG’s del municipio y el gobierno local, a través del Programa Ciudadanos por Municipios Transparentes (CIMTRA), Y 
· Poner a disposición recursos humanos y materiales de las propias ONG’s para implementar programas y proyectos de beneficio social y a transparentar el uso de los recursos recibidos en donación
. 

Además de estas acciones a favor de la T y RC hay que destacar el papel que han jugado últimamente los medios de comunicación en la denuncia y difusión de los actos de corrupción de los funcionarios públicos, así como también el seguimiento que han dado al cumplimiento de las leyes de transparencia y acceso a la información los tres niveles de gobierno. A este respecto en Jalisco, a un año de vigencia de la ley referida, el periodista Rubén Alonso (Periódico Público) en un estudio sobre el grado de cumplimiento por parte de las dependencias gubernamentales concluyó que los  poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial eran los más reprobados en materia de transparencia
.
2.2. Las acciones desde el gobierno del Estado.
Uno de los ejes centrales del Plan Estatal de Desarrollo, de la actual administración  se denomina: Gobierno Cercano y Transparente; el objetivo general que se plantea en este rubro es: “Elevar el nivel de confianza y credibilidad en la gestión pública del ámbito estatal, mediante la transparencia, la equidad y legalidad en sus acciones, con la participación y corresponsabilidad ciudadana”
. Tres son las estrategias que se proponen para alcanzar dicho objetivo: i) incrementar la cooperación entre la Federación, el Estado y los municipios; ii) conformar una estructura operativa que evite las conductas irregulares e impida la corrupción y iii) actualizar y adecuar el marco normativo de la administración pública para la prevención y combate de la corrupción.

En su tercer Informe de gobierno, el Lic. Francisco Ramírez Acuña destacó en este eje, las iniciativas de reforma y actualización del marco jurídico, dentro de las cuales destacan  las reformas a la Ley orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, así como al Código Penal y el Código de Procedimientos penales del Estado, también se adiciona la Constitución Política del Estado para dar cabida a la creación de un Consejo Económico y Social del Estado de Jalisco y se expidió la ley orgánica de dicho consejo, entre otras
 (previamente, en el informe anterior se dio cuenta de la creación de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que comentaremos más adelante). 

Además de las iniciativas al marco jurídico, el gobierno, en su tercer informe, da cuenta de las acciones de asesoría y capacitación que proporcionan a los gobiernos municipales, para fortalecer su gestión administrativa y política. En el ámbito político, en el informe referido, se da cuenta de las actividades del Comité Técnico de Valoración Salarial, organismo creado por iniciativa del ejecutivo para hacer recomendaciones y estudios de evaluación sobre los salarios de los servidores públicos del Estado de Jalisco. Dado el carácter consultivo de este Comité, no todas sus propuestas son acatadas por los distintos organismos del sector público. Dentro de las recomendaciones importantes de este comité está la referida a modificar la Ley para los servidores públicos del Estado de Jalisco y sus municipios, para dar mayor respaldo jurídico a sus propuestas, situación que a la fecha no se ha realizado.

Por su parte el Congreso, aprobó en diciembre del 2001, la “Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco”  (la primera ley en su tipo en el país, vigente a partir del 22 de mayo del 2002), a través de la cual se pretende asegurar el acceso a la información de los Poderes del Estado, los Ayuntamientos y Organismos Autónomos (Comisión Estatal de DDHH., Consejo Electoral del Estado de Jalisco, etc.). Dentro de los objetivos que se persiguen está el de “prevenir conductas irregulares de los servidores públicos y fomentar una cultura en valores y principios éticos”.

La citada ley consta de 26 artículos organizados en seis capítulos: 1) Disposiciones generales, 2) Información pública reservada, 3) procedimiento para el Acceso a la Información Pública, 4) Recurso de revisión y 5) Responsabilidades. Una de las principales limitantes, y críticas que se le han hecho a esta ley es que adolece de un órgano autónomo al gobierno que atienda al ciudadano y garantice su derecho a la información. Otras limitantes importantes son las siguientes: 
i) No establece sanciones claras en caso de incumplimiento por parte de los funcionarios públicos (las remite a lo establecido en la ley de responsabilidades de los servidores públicos). En la ley no se establecen sanciones para las dependencias que incumplan lo dispuesto en ella.
ii) La ley no obliga de manera directa a los partidos a entregar información o rendir cuentas a los ciudadanos de los recursos y acciones que realizan, no obstante que reciben recursos del erario público.
iii) En caso de ejercer el recurso de revisión, la ley establece que debe interponerse ante el superior jerárquico del servidor que haya negado la información y en última instancia promover un juicio de nulidad ante el Tribunal de lo Administrativo, conforme a lo que establece la Ley de Justicia Administrativa (Art. 18). Ello exige que el ciudadano cuente con conocimientos jurídicos o en su caso con recursos para contratar la  asesoría de expertos, lo cual evidentemente afecta al ciudadano común.
iv) Hay una excesiva preocupación por mantener información con carácter de reservada durante 20 años. 
v) No se precisa el perfil del responsable de proporcionar la información.

Por lo anterior, el periodista Rubén Alonso del periódico Público, que le ha dado seguimiento a este tema en el Estado, califica a ley de transparencia de Jalisco como “voluntarista” al no establecer con rigor una exigencia en su cumplimiento. A este respecto, por ejemplo, en el Art. 6 de dicha ley, se establece que las autoridades, “pueden hacer del conocimiento público, a través de publicaciones, folletos, periódicos murales, redes de información mundial conocida como Internet o cualquier otro medio…”.
  
En un comparativo de las legislaciones federal y de Jalisco en materia de transparencia y acceso a la información, se aprecian las serias limitaciones de la segunda con respecto a la primera:

Leyes de transparencia de Jalisco y Federación.
Cuadro 2.

	
	Jalisco
	Federación

	1. Periodo de reserva de la información.
	20 años
	12 años

	2. Difusión de la información
	Las autoridades “pueden” divulgarla en medios masivos, como Internet, pero no están obligadas.
	Es una obligación cuyo incumplimiento es sancionado.

	3. Fiscalización.
	No obliga a hacer públicos los recursos públicos entregados a particulares.
	Es obligatorio informar de toda entrega de recursos públicos a particulares.

	4. Sentencias judiciales.
	Sólo pueden conocerse por terceros pasados 20 años.
	Pueden consultarse cuando son declaradas irrevocables.

	5. Partidos políticos.
	No están previstos los informes de los partidos políticos.
	Obliga a los institutos políticos a informar.



	6. Sanciones
	Remite a otra ley para sancionar su incumplimiento, pero no es explícita.
	Están claramente establecidas


Fuente: Periódico Mural, Guadalajara, Jal. 11/mayo/2004.
Consciente de las limitaciones de la ley de transparencia, el actual Diputado Rodolfo Ocampo Velázquez (PAN), presentó una iniciativa en el pleno del congreso en abril del presente,  que pretende atender justamente una de las partes más cuestionadas: crear una instancia con autonomía del gobierno que se encargue de dar respuesta a las solicitudes y de garantizar el derecho a la información, similar al IFAI. 
No obstante las limitaciones señaladas de la ley Jalisco, debe reconocerse que al menos está asentado el derecho de los ciudadanos a preguntar y la obligación de los funcionarios de contestar y proporcionar la información de su actividad de manera sistemática. En este sentido se establece un nuevo contexto de exigencia en donde los funcionarios públicos están sujetos a un escrutinio público permanente por parte de los ciudadanos, lo que sin duda puede contribuir a mejorar la calidad de los servicios y del debate público, porque todos los actores de la vida social tendrán acceso a la información oficial.

Sin embargo, además de las limitaciones referidas es importante reconocer que el contexto en el que se ejerce y administra la justicia en México y en particular en Jalisco deja aún mucho que desear.  A este respecto es sabido el enorme rezago en que se encuentran las instituciones que se encargan de perseguir los delitos e impartir justicia en nuestro país, no sólo en términos de eficacia y eficiencia, sino también en términos de ética de la función pública. Aquí contamos con un enorme reto, no sólo para el gobierno, sino para las organizaciones de la sociedad civil que no han incluido dentro de su agenda la reforma de este poder (con excepción tal vez de los grupos de derechos humanos y asociaciones de abogados).

Otra limitante es la escasa difusión y conocimiento de esta ley por parte de los ciudadanos; sin faltar por supuesto el predominio de una cultura a favor del secretismo y las inercias de corrupción que se mantienen vigentes en una buena parte de las dependencias públicas. A este respecto, por ejemplo, Transparencia Mexicana, AC. en una encuesta nacional de corrupción y buen gobierno del 2003, reportó el registro de 101 millones de actos de corrupción en el uso de servicios públicos en el lapso de un año (de octubre del 2002 a octubre del 2003);  Jalisco ocupó el veinteavo lugar en corrupción, con una calificación de 6.5%
 (en el 2001 obtuvo el lugar 28, y un índice de corrupción y buen gobierno de 11.6 puntos, por lo que se observa un avance, aun muy lejano del primer lugar ocupado por Baja California Sur, con 2.3 puntos).
3. Evaluaciones de transparencia a los gobiernos locales: resultados y perspectivas.

Con apoyo de los materiales y metodología generada por organismos que conforman CIMTRA (Ciudadanos por Municipios Transparentes
), a mediados de 2003, en el ITESO se elaboró un proyecto de servicio social sobre “transparencia municipal”. Como parte de ese proyecto, en octubre de ese año (a través del Centro de Investigación y Formación Social y el Departamento de Educación y Valores) se capacitó a 15 personas, integrantes de Poder Ciudadano Jalisco, de los comités de Amacueca y Sayula, así como a estudiantes del ITESO. A través de estos grupos se aplicaron los cuestionarios a funcionarios de sus respectivos municipios, en noviembre de ese año. En el caso de Guadalajara, una de las estudiantes que realiza su servicio social realizó las entrevistas a funcionarios de ese municipio en diciembre pasado. 
La evaluación de transparencia se concentró en tres campos: a) Información a la ciudadanía; b) atención ciudadana y c) espacios de comunicación gobierno-sociedad. Se aplicó un cuestionario (31 preguntas) con la intención de medir el índice, nivel o grado de transparencia de los gobiernos municipales citados. Cada pregunta tiene un valor diferente de acuerdo a tres criterios: i) el impacto sobre el combate de la corrupción: ii) la inhibición de la corrupción y iii) las prácticas comunes de los gobiernos municipales. El valor de calificación más alto es 100 (CIEN) en tanto que el más bajo es 0 (CERO).

Importa destacar que el punto central de este ejercicio es que la información no sólo exista, sino que esté impresa disponible y/o accesible al ciudadano de manera permanente, a través de los órganos de comunicación que disponen los gobiernos municipales. Además del conocimiento sobre las herramientas y metodología de CIMTRA, la capacitación incluyó temas relacionados con la ley de transparencia federal y estatal. A continuación se presentan los resultados con la calificación que obtuvieron cada uno en los campos e indicadores mencionados. 

 RESULTADOS COMPARATIVOS DE TRANSPARENCIA 

PERIODOS DE GOBIERNO:  2001-2003

Cuadro No. 3
	Amacueca
	Sayula
	Guadalajara

	Población
(Censo año 2000- INEGI)
	5,494 hab.
	30,995 hab.
	1’646,319 

	Presidente Municipal
	Sr. Luis Franco Llamas (PAN)
	Lic. José María García Arteaga (PRI)
	Lic. Fernando Garza Martínez (PAN)

	Campos:

Información a la ciudadanía
	8.75
	6.0
	26.8

	Comunicación Gobierno-Ciudadanos
	13.5
	-3
	31.5

	Atención Ciudadana
	6.32
	4.66
	7

	Calificación Total por Campos:
	28.57
	7.66
	65.3


RESULTADOS POR INDICADORES

Cuadro No. 4
	Amacueca
	Sayula
	Guadalajara

	Impacto contra la corrupción.
	10
	4
	39.5

	Inhibe corrupción.
	10
	-3
	15.3

	Prácticas Comunes
	8.07
	6.66
	10.5

	Total de calificación por Indicadores:
	28.07
	7.66
	65.3


RESULTADOS POR CAMPO E INDICADORES:

Cuadro No. 5 





	Amacueca
	Sayula
	Guadalajara

	Campo con mayor transparencia
	Comunicación Gob-Ciudadanos: 

13.5 (de 40)
	Información ciudadana: 

6 (de 53)
	Atención Ciudadana:

7 (de 7)

	Indicador con mayor transparencia.
	Prácticas Comunes:

 8.07 (de 20)
	Prácticas Comunes: 

6.6 (de 20)
	Impacto:

39.5 (de 50)

	Campo con menor transparencia.
	Información ciudadana: 

8.75 (de 53)
	Comunicación Gob.-Ciudadanos:

 -3 (de 40)
	Información a la Ciudadanía:

26.8 (de 53)

	Indicador con menor transparencia
	Impacto: 

10 (de 50)
	Inhibe corrupción: 

- 3 (de 30)
	Inhibe corrupción:

15.3 (de 30)


CALIFICACIÓN TOTAL:
	AMACUECA
	SAYULA
	GUADALAJARA

	28.07
	7.66
	65.3


Resulta interesante observar que Amacueca obtuvo una calificación muy superior al de Sayula (más de tres veces) aún cuando es un municipio con menos recursos. Más interesante aún fue la lectura y ajuste de cuentas de los ciudadanos en las pasadas elecciones del 2003 en Jalisco. A este respecto los resultados hablan por si solos: únicamente en los municipios de Amacueca y Guadalajara el partido que gobernaba (PAN) retuvo el triunfo, (no obstante el margen con el que triunfan es muy estrecho: en el primer caso, la diferencia es de tan sólo de 80 votos, en tanto que el segundo, es de 7,977). Por lo que respecta a Sayula, el partido que gobernaba (PRI) desciende al cuarto lugar de las votaciones, ampliamente superado por el PRD (partido triunfador supera al PRI por 3,714 votos, más del triple) y por el PVEM (partido que obtiene el segundo sitio, supera al PRI por 1,455, más del doble). En el cuadro siguiente se aprecia lo anterior.  
Resultados electorales de Amacueca, Guadalajara y Sayula, 2003

Cuadro No. 6. 


	
	PAN
	PRI
	PRD
	PVEM
	Votos Nulos
	Total Emitida
	Total Validada

	Amacueca
	878
	798
	52
	622
	46
	2,404
	2,358

	Guadalajara
	295,253
	287,276
	21572
	40,554
	13,415
	674,241
	660,374

	Sayula
	1,723
	1,436
	5,150
	2,891
	320
	12,258
	11,922


Fuente: CEEJ, elección de munícipes del 2003.
Con relación al ejercicio de evaluaciones realizadas, importa mencionar que en los tres municipios se buscó informar de los resultados tanto a los alcaldes de las presentes y pasadas administraciones, esto sólo se logró en Amacueca, cuya presentación se hizo en el mes de enero del presente año en las oficinas del municipio ante la presencia de regidores. En el caso de Guadalajara, la presentación se llevó a cabo también en las oficinas del ayuntamiento (en marzo de este año) ante el actual presidente e integrantes del Consejo Ciudadano de Transparencia y del Comité de Transparencia de ese municipio. Por lo que respecta a Sayula, la presentación se hizo ante el auditorio oficial de la localidad (enero del presente), con la ausencia notable de los presidentes municipales, anterior y actual, y sólo con la presencia de un ex-regidor y un regidor en funciones y representantes de dos partidos políticos (PAN y PVEM)
.
Una vez presentados los resultados, en Sayula y en Guadalajara se tuvieron reuniones con la prensa para dar a conocer a la opinión pública las evaluaciones realizadas. En Guadalajara se obtuvo una buena convocatoria y cobertura de los medios de comunicación, en tanto que en Sayula, de tres representantes de los medios que acudieron a la invitación, sólo uno publicó una pequeña nota, sin abundar en los datos.

Las perspectivas sobre el tema de la transparencia y rendición de cuentas en Jalisco, por parte de las organizaciones civiles son alentadoras, por dos razones:
a. La vigilancia y evaluación de los gobiernos municipales en Jalisco ya empezó al menos en tres municipios, y existe el compromiso de algunas organizaciones ciudadanas, entre ellas Poder Ciudadano Jalisco y el Consejo Técnico de ONG’s,  de darle seguimiento a este asunto.
b. El 28 de abril del año en curso surgió a la luz pública CIMTRA-Jalisco, integrado por: el Consejo Técnico de ONG’s
, Jalisco, AC; Poder Ciudadano Jalisco; la Comisión Diocesana de Pastoral Social; la COPARMEX-Jalisco
 y el ITESO, con el compromiso público de realizar evaluaciones de transparencia a los municipios de la ZMG (Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, El Salto y Tlajomulco), así como: Amacueca, Cocula, Sayula,  San Gabriel ,Tolimán,  Tuxacuesco y Zapotitlán de Vadillo. 
c. La diversidad de actores en la conformación de CIMTRA-Jalisco es un gran reto y una promesa que permite vislumbrar la convergencia de recursos y capacidades en temas de interés común, más allá de las posturas y prejuicios ideológicos. 
A manera de conclusión:

· Los temas de TyRC si bien han estado presente en las agendas de algunas organizaciones ciudadanas de Jalisco, desde la década de los noventa, es recientemente, a partir del 2000,  que se les incluye con más claridad dentro de sus programas de acción a nivel municipal.  Sin embargo, lo que conviene subrayar es que este es un proceso que apenas comienza, son pocas las agrupaciones involucradas y comprometidas con esta causa, falta mucho por avanzar en este campo. En este sentido, la creación del Programa CIMTRA y la extensión de su trabajo en los gobiernos locales de varios estados del país, constituye un gran aliento para los ciudadanos interesados en esta temática, y también para las propias autoridades.
· Avanzar en los campos de TyRC tiene que ver no sólo con la consolidación de los grupos organizados de la sociedad civil, -en su autonomía frente a el Estado-, en cuanto a su profesionalización y fortalecimiento institucional, sino también con una mayor presencia política en la esfera pública, lo que implica el desarrollo de habilidades y capacidades para la interlocución y negociación con los actores políticos y sociales, incluyendo por supuesto a los medios de comunicación. En este aspecto también falta mucho por avanzar al interior de las organizaciones civiles y sociales. 
· Las evaluaciones de transparencia realizadas en los municipios de Amacueca, Guadalajara y Jalisco, permiten al ciudadano interactuar con sus autoridades en temas de interés público, al mismo tiempo que lo conocen por dentro, ejercitan su derecho a la información y difunden sus conclusiones de este proceso. Esto puede favorecer procesos de deliberación pública en beneficio no sólo de la sociedad, sino también de la función pública y la gobernabilidad democrática. Avanzar en esta dirección, no se resuelve sólo con la adecuación de los marcos jurídicos, se requiere también de nuevas instituciones tanto públicas como privadas y de un nuevo pacto social que incluya la reforma del Estado, donde se incluya, entre otras cosas, la transparencia y rendición de cuentas de los gobernantes y los partidos políticos.
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� Ver: Narro, Jorge, “La obsesión por la dignidad: el Movimiento Ciudadano Jalisciense”, en Ciudadanización de la política en Jalisco, Coords.: De la Torre, Renée y Ramírez, Juan Manuel, ITESO, 2001.


� A la presentación y firma de compromisos sólo acuden los candidatos del PAN, Alberto Cárdenas Jiménez y del PRD, Mario Saucedo.


� Ver Boletín de prensa, Foro de Organizaciones Civiles, Guadaljara, Jal. 24 de mayo de 1995.


� Ver, documento sobre Compromisos y Responsabilidades de los Candidatos a la Gubertura del Estado de Jalisco, Poder Ciudadano Jalisco, Guadalajara, Jal. 27 de octubre del 2000. (mimeo).


� Ver documento sobre: Pacto Ético Político, por la dignificación de la política y del gobierno de Jalisco, Guadalajara, Jal. 12 septiembre del 2000. (mimeo).


� Ver “Agendas de Compromisos para Consolidar la Democracia en Jalisco”, Guadalajara, Jal. 18 de junio del 2003, (mimeo).


� Ver, Alonso, Rubén, “Jalisco, reprobado en transparencia”, Periódico Público, 21 mayo/2003.


�“Plan Estatal de Desarrollo Jalisco 2001-2007”, Gobierno de Jalisco, 2001, p. 295


� Ver op. cit. pp. 295 a 297.


� Ver, “Tercer Informe de Gobierno del Estado de Jalisco,  Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña, febrero del 2004, pp. 19-29.


� Ver. Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco, Artículo 6, p. 1. (subrayado mío).


� Ver Encuesta Nacional de Corrupción y Buen Gobierno 2003, en la Revista “Este País, Tendencias y Opiniones, de enero del 2004.


� CIMTRA es un programa que provee herramientas para que los ciudadanos realicen evaluaciones a los gobiernos municipales en materia de transparencia, con el objetivo de promover una cultura de transparencia y rendición de cuentas. Fue constituido en julio del 2002 por las siguientes asociaciones: Alianza Cívica, AC;  Centro de Servicios Municipales Heriberto Jara, AC; Locallis, SC;  Vertebra y cuenta con la asesoría técnica de ICMA (Asociación Internacional de Administración de Ciudades y Condados) 


� Es muy probable que en el caso de Sayula la ausencia obedeció a confrontaciones diversas ente integrantes de Poder Ciudadano y el anterior presidente municipal, así como a un distanciamiento con el actual alcalde. 


� Cinco son las organizaciones civiles del Consejo Técnico que participan en CIMTRA-Jalisco: Acción Ciudadana para la Educación, la Democracia y el Desarrollo, AC (ACCEDDE); Hogares Betania, AC; Ciudadanos Unidos por la Democracia, Lázaro Cárdenas, AC; Misión Mujer, AC. y Red de Impulso Ciudadano, AC.


� Confederación Patronal Mexicana. 
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